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Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer



	*	Aprobado por el Comité en su 91er período de sesiones (16 de junio a 4 de julio de 2025).
	**	Participaron en el examen de la presente comunicación los siguientes miembros del Comité: Brenda Akia, Hiroko Akizuki, Hamida Al-Shukairi, Violet Eudine Barriteau, Rangita de Silva de Alwis, Corinne Dettmeijer-Vermeulen, Nada Moustafa Fathi Draz, Yamila González Ferrer, Madina Jarbussynova, Marianne Mikko, Mu Hong, Ana Peláez Narváez, Jelena Pia-Comella, Bandana Rana, Elgun Safarov y Patsilí Toledo Vásquez.
	***	Se adjunta en el anexo del presente dictamen una opinión conjunta (disidente) de Hiroko Akizuki, Rangita de Silva de Alwis, Corinne Dettmeijer-Vermeulen y Jelena Pia-Comella, miembros del Comité.
		Dictamen del Comité en virtud del artículo 7, párrafo 3, del Protocolo Facultativo respecto de la comunicación núm. 169/2021*, **, ***


	Comunicación presentada por:
	K. J. (representada por abogadas)

	Presunta víctima:
	La autora

	Estado Parte:
	Suiza

	Fecha de la comunicación:
	10 de mayo de 2021

	Referencias:
	Transmitidas al Estado Parte el 19 de mayo de 2021 (no se publicaron como documento)

	Fecha de adopción del dictamen:
	4 de julio de 2025




	Asunto:
	Expulsión a Grecia de una mujer superviviente de violencia sexual y de género en virtud del Reglamento Dublín III

	Cuestiones de procedimiento:
	Agotamiento de los recursos internos; falta de fundamentación

	Cuestiones de fondo:
	No devolución; violencia de género

	Artículos de la Convención:
	2, párrs. c) a f), 3 y 12

	Artículos del Protocolo Facultativo:
	4, párrs. 1 y 2




1.1	La autora de la comunicación es K. J., ciudadana del Afganistán nacida en 1993. La autora afirma ser víctima de una vulneración por Suiza de los derechos que la asisten en virtud de los artículos 2, párrafos c) a f), 3 y 12 de la Convención. El Protocolo Facultativo de la Convención entró en vigor para Suiza el 29 de diciembre de 2008. La autora está representada por las abogadas Stephanie Motz y Lea Hungerbühler.
1.2	El 19 de mayo de 2021, el Comité, actuando en virtud del artículo 5, párrafo 1, del Protocolo Facultativo, por conducto de su Grupo de Trabajo sobre las Comunicaciones presentadas en virtud del Protocolo Facultativo, pidió al Estado Parte que se abstuviera de devolver a la autora a Grecia en espera de que se examinara su comunicación. El 20 de mayo de 2021, el Estado Parte informó al Comité de que la Secretaría de Estado de Migración había solicitado a la autoridad competente que no tomara ninguna medida para trasladar a la autora a Grecia.

		Hechos expuestos por la autora

2.1	La autora pertenece a la etnia hazara del Afganistán. De niña, ella y su familia se habían visto obligadas a huir de su hogar en el Afganistán a la República Islámica del Irán. A los 17 años, su hermano la obligó a casarse, según la costumbre, como segunda esposa de un hombre de 44 años, a fin de utilizar la dote para pagar una intervención quirúrgica que necesitaba su madre, gravemente enferma.
2.2	La autora sufría regularmente malos tratos, abusos sexuales y violaciones a manos de su marido. Debido al sistema patriarcal de la República Islámica del Irán y a la falta de protección para las víctimas de violación conyugal y violencia doméstica, no podía obtener ninguna protección. Tras una violación especialmente violenta, la autora acudió a la policía, donde le dijeron que, para demostrar que había sido violada, tendría que someterse a un examen médico, lo cual, en la República Islámica del Irán, solo es posible con el consentimiento previo del marido o el tutor legal, por lo que ella se negó. Como la autora no pudo probar los hechos, se vio obligada a abandonar la comisaría y se fue a casa de sus padres. Poco después de haber denunciado la violencia sexual a la policía, la autora recibió una carta[footnoteRef:1] en la que se le comunicaba que la investigación se había archivado, ya que la violación conyugal no era punible. [1: 		Presumiblemente de la policía, pero la autora no lo especifica.] 

2.3	La autora intentó quedarse con sus padres para evitar vivir con su marido. Tras un breve período, el marido comenzó a chantajear a los padres de la autora: si ella deseaba quedarse con ellos, debían devolverle la dote. Dado que no podían devolver el dinero, el padre envió a la autora de regreso con su marido violento. Además de infligirle violencia sexual, lo que era habitual, el marido le cortó el pelo y la amenazaba con cortarle otras partes del cuerpo “si no se comportaba”. También la asfixiaba frecuentemente con un cinturón hasta el punto en que perdía la consciencia.
2.4	La violencia doméstica se volvió tan grave que, en una ocasión, el marido le rompió una mano mientras la agredía con una silla. Luego le prohibió acudir al hospital, a pesar de que el dolor era intolerable. Los vecinos la veían sufrir y posteriormente la ayudaron a escapar del país[footnoteRef:2]. [2: 		No se facilita más información al respecto.] 

2.5	De camino a Grecia, la autora fue violada violentamente cerca de la frontera entre el Iraq y Türkiye por un amigo del traficante de personas que la llevaba y, al llegar a Grecia, se dio cuenta de que estaba embarazada. Tras llegar finalmente a Lesbos en octubre de 2017, fue violada dos veces más en el lapso de un mes[footnoteRef:3]. Luego del primer incidente, fue a la policía a denunciar la violación. Como no pudo identificar al atacante, la policía no abrió una investigación. Tampoco la remitieron a una organización especializada en asistir a las víctimas de violencia sexual. Por ello, decidió no denunciar la segunda violación a la policía. [3: 		La autora presentó un certificado médico de violencia sexual emitido en Grecia el 18 de octubre de 2017, fecha del examen médico inicial.] 

2.6	En noviembre de 2017 se sometió a un aborto ilegal en Atenas. Unos meses después, debido a las amenazas de su marido, que afirmaba estar siguiéndola, se mudó a Atenas, donde fue violada una vez más, esta vez en las calles de la ciudad. Intentó presentar una denuncia en la comisaría, pero, nuevamente, no se le prestó asistencia. Tras ese incidente, regresó a Lesbos, puesto que allí se sentía menos insegura.
2.7	En una fecha no especificada, la autora solicitó asilo en Grecia. El 25 de octubre de 2018, la autora tuvo su entrevista de asilo en Atenas y el 5 de noviembre de 2018 se le otorgó la condición de refugiada. Al obtener esa condición, la vivienda, la asistencia económica y otras ayudas que recibía se cancelaron a partir del 31 de agosto de 2019. A consecuencia de ello, la autora se vio obligada a valerse por sí misma en las calles, sin protección contra las agresiones sexuales y físicas. Además, ya no pudo obtener ningún tratamiento médico ni de salud mental, que necesitaba urgentemente, ya que los servicios solo estaban disponibles para los solicitantes de asilo, no para los refugiados reconocidos. Asimismo, le dijeron que su marido violento la había seguido hasta Atenas y la estaba buscando. Cuando pidió ayuda al respecto, no se la proporcionaron[footnoteRef:4]. Como consecuencia, se vio obligada de nuevo a huir para tener cubiertas sus necesidades básicas y obtener protección frente a la violencia de género. [4: 		No se facilita información relativa a la persona o la autoridad a quienes la autora pidió ayuda.] 

2.8	El 14 de septiembre de 2019, la autora llegó a Suiza[footnoteRef:5]. Solicitó asilo dos días después. El 19 de septiembre de 2019, como resultado de una búsqueda realizada por medio del sistema Eurodac, se supo que se le había concedido protección como refugiada en Grecia. En su entrevista en virtud del Reglamento (UE) núm. 604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, por el que se establecen los criterios y mecanismos de determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de protección internacional presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer país o un apátrida (Reglamento Dublín III), se le pidió que expusiera un resumen de las razones por las que no podía ser expulsada a Grecia como tercer país seguro. La autora planteó el hecho de que había sido violada y declaró que, durante el año y medio que había pasado en Grecia, no se había sentido segura ni un solo día ni una sola noche. El 1 de octubre de 2019, la autora fue entrevistada sumariamente por la Secretaría de Estado de Migración. El 21 de octubre de 2019, las autoridades griegas respondieron positivamente a la solicitud de readmisión por parte de Suiza. [5: 		La autora tomó un vuelo directo de Atenas a Suiza con su pasaporte griego para extranjeros y su documento de identidad griego para extranjeros.] 

2.9	El 10 de enero de 2020, la Secretaría de Estado de Migración realizó una entrevista con la autora, durante la cual ella pudo plantear su especial vulnerabilidad como superviviente de la violencia sexual y de género como un factor que no se había valorado suficientemente. El 14 de enero de 2020, el servicio médico básico del campamento de asilo consideró que la autora presentaba problemas psicológicos, incluida depresión, le recetó medicación y le recomendó que se realizara otros exámenes médicos. El 20 de enero de 2020, la Secretaría de Estado de Migración ordenó su expulsión de Suiza sobre la base del acuerdo de readmisión con Grecia, puesto que, según afirmó, la autora se encontraba bajo la protección de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y de organizaciones de mujeres. La autora afirma que la Secretaría de Estado de Migración no tuvo en cuenta que, a pesar de la presencia de dichas organizaciones en Grecia, seguía sufriendo violencia de género, había sido violada repetidamente y era perseguida por su marido, y por lo tanto correría un gran peligro si regresaba a ese país.
2.10	El 28 de enero de 2020, la autora presentó un recurso ante el Tribunal Administrativo Federal alegando su extrema vulnerabilidad como mujer víctima de persecución por motivos de género y aquejada de trastorno de estrés postraumático. Solicitó que se anulara la decisión de la Secretaría de Estado de Migración de fecha 21 de enero de 2020 y se aceptara su solicitud de asilo o, en su defecto, que se realizara una nueva evaluación. Desde un punto de vista procesal, solicitó la gratuidad del procedimiento y la exención del pago de un anticipo de costas. En una sentencia de fecha 3 de febrero de 2020, el Tribunal, considerando que la presunción de seguridad no había sido refutada, desestimó el recurso sobre la base de que Grecia era un tercer país seguro y que, por lo tanto, la autora podría obtener allí el tratamiento médico necesario. En cuanto al temor de la autora a una persecución por motivos de género, ya que su marido la estaba buscando y se enfrentaría a condiciones de vida peligrosas en Grecia, el Tribunal declaró que Grecia se regía por el estado de derecho y tenía un sistema policial y judicial que funcionaba. Por lo tanto, el Tribunal desestimó el recurso porque Grecia era un tercer país seguro. La autora estuvo hospitalizada del 11 de febrero al 3 de marzo de 2020 debido a un episodio depresivo grave[footnoteRef:6]. [6: 		Posteriormente, según consta en un informe de intervención en crisis de 7 de octubre de 2020, se le diagnosticó un episodio depresivo moderado, trastorno de estrés postraumático y trastorno de pánico.] 

2.11	El 24 de marzo de 2021, la Secretaría de Estado de Migración denegó la solicitud de reconsideración de la autora, alegando que en Grecia se disponía de instalaciones adecuadas para el tratamiento médico. El 16 de abril de 2021, la autora recurrió la decisión ante el Tribunal Administrativo Federal. Alegó que una expulsión la pondría en peligro de sufrir violencia de género, tortura y tratos inhumanos debido a la falta de disponibilidad de apoyo social, médico y jurídico y de protección policial, en combinación con su situación especialmente vulnerable y el hecho de que no tendría dónde vivir. El recurso fue desestimado ese mismo día. El 30 de abril de 2021, la autora solicitó que se reconsiderara dicha decisión, ya que el Tribunal no había tenido en cuenta las pruebas presentadas anteriormente sobre la violencia sexual y de género de la que había sido objeto en Grecia. En una decisión provisional de fecha 5 de mayo de 2021, el Tribunal confirmó su decisión retirando el efecto suspensivo y señalando que las pruebas mencionadas carecerían de relevancia.
2.12	Refiriéndose a sus problemas de salud, la autora sostiene que padece graves problemas de salud mental y que se le diagnosticaron trastorno de estrés postraumático, trastorno de pánico episódico y un episodio depresivo de intensidad media a grave. La autora se encuentra extremadamente desestabilizada, lo que derivó en una internación de varias semanas, de febrero a marzo de 2020, debido a ideaciones suicidas. Tras la internación, los médicos consideraron esencial que continuara con el tratamiento y que se estableciera un entorno estable para dicho tratamiento. En noviembre de 2020, volvió a ser hospitalizada en el departamento de trauma durante unos cuatro meses. En un informe médico de marzo de 2021, se indicó que se requería urgentemente un tratamiento médico y una terapia a largo plazo.
2.13	La autora afirma que la mayoría de los refugiados que son devueltos a Grecia por otros países europeos son llevados a Atenas. En esa ciudad, se vería expuesta a un riesgo grave y real de violencia sexual y de género. Las mujeres, especialmente las mujeres jóvenes no acompañadas, corren un riesgo real de explotación y abusos sexuales, sin ninguna protección legal o física por parte de la policía, más aún si no hablan griego.

		Denuncia

3.1	La autora alega que el Estado Parte no ha llevado a cabo una evaluación individualizada y con perspectiva de género de sus solicitudes de asilo y de reconsideración, en violación de los derechos que la asisten en virtud de los artículos 2, párrafos e) y f), y 3 de la Convención, así como en relación con la recomendación general núm. 32 (2014) del Comité, sobre las dimensiones de género del estatuto de refugiada, el asilo, la nacionalidad y la apatridia de las mujeres[footnoteRef:7]. [7: 		Véase R. S. A. A. y otros c. Dinamarca (CEDAW/C/73/D/86/2015).] 

3.2	La autora alega además que las autoridades del Estado Parte han decidido trasladarla a un Estado en el que se enfrentaría a un riesgo real, grave y personal de violencia de género y a una falta del tratamiento médico necesario, en violación de los artículos 2, párrafos c) a f), 3 y 12 de la Convención. Alega asimismo que el traslado de refugiados reconocidos con una vulnerabilidad particular a Grecia, con sus desoladoras condiciones de vida y opciones insuficientes de tratamiento, violaría la prohibición de devolución[footnoteRef:8]. [8: 		Comité de Derechos Humanos, O. A. c. Dinamarca (CCPR/C/121/D/2770/2016), párr. 8.9 y ss.; y Comité contra la Tortura, A. N. c. Suiza (CAT/C/64/D/742/2016), párrs. 7.3 y 8.8.] 

3.3	La autora afirma además que su expulsión equivaldría a tortura y malos tratos, en violación de los derechos que la asisten en virtud de los artículos 2, párrafos c) a f), 3 y 12 de la Convención, habida cuenta de que es una superviviente de violencia sexual y de género grave, altamente vulnerable y con tendencias suicidas, y de que, en Grecia[footnoteRef:9], se vería desarraigada de su entorno terapéutico estable y no tendría acceso a vivienda ni a asistencia de salud mental, médica, jurídica ni social y estaría expuesta a un riesgo grave y real de sufrir más violencia sexual y de género grave (incluidas amenazas de su marido) sin ninguna protección del Estado. [9: 		Se hace referencia a la reciente decisión de Suiza de reconsiderar un caso comparable tras una solicitud de medidas provisionales por parte del Comité (véase M. M. c. Suiza (CEDAW/C/81/D/160/2020)).] 

3.4	La autora afirma que su traslado a Grecia entraña un riesgo real de tortura o de tratos inhumanos y degradantes, así como de más violencia sexual y de género, en violación de la prohibición de devolución garantizada por la Convención, debido a la combinación de los factores específicos del caso antes mencionados, que van más allá de la deplorable situación general de los refugiados en Grecia.

		Observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad y el fondo

4.1	El 25 de enero de 2022, el Estado Parte presentó sus observaciones sobre la admisibilidad y el fondo, centrándose en varias aclaraciones de los hechos y argumentos jurídicos fundamentales. Ofrece un relato detallado de las circunstancias de la autora en la República Islámica del Irán y de los procedimientos judiciales posteriores.
4.2	El Estado Parte destaca que la autora no planteó la cuestión de la violencia sexual en Grecia ni invocó las garantías de la Convención ni durante su procedimiento ordinario de asilo y apelación ni en la solicitud de reconsideración. Esas cuestiones solo se mencionaron en su recurso ante el Tribunal Administrativo Federal el 16 de abril de 2021, mucho después del procedimiento inicial. El Tribunal observó que la alegación de la autora de que había sido víctima de violencia sexual en Grecia debía considerarse posterior y, por tanto, inverosímil. En consecuencia, el Tribunal declaró inadmisible su recurso el 18 de mayo de 2021, citando la extemporaneidad de las alegaciones sin una justificación plausible y su falta de pago del anticipo sobre las costas.
4.3	El Estado Parte sostiene que las alegaciones de la autora ante el Comité son inadmisibles porque no agotó los recursos internos al no plantear esas cuestiones en una etapa anterior del procedimiento interno. Además, el Estado Parte señala que la comunicación de la autora al Comité no está suficientemente fundamentada, como exige el artículo 4, párrafo 2 c), del Protocolo Facultativo. El Comité, en su jurisprudencia, ha subrayado que no sustituye a las autoridades nacionales en la evaluación de los hechos o las pruebas, a menos que la evaluación sea sesgada, basada en estereotipos de género o arbitraria, o equivalga a una denegación de justicia.
4.4	El Estado Parte proporciona detalles de los procedimientos seguidos en el caso de la autora, señalando que esta solicitó asilo en Suiza el 16 de septiembre de 2019 y fue entrevistada individualmente el 1 de octubre de 2019, momento en que se le ofreció la oportunidad de presentar su caso y cualquier razón en contra de su traslado a Grecia. Durante esa entrevista, la autora declaró que había abandonado la República Islámica del Irán debido a los malos tratos a los que había sido sometida por su marido y mencionó las difíciles condiciones de vida que había experimentado en Grecia, el temor a que su marido la encontrara y sus problemas psicológicos, pero declaró expresamente que no se había encontrado con ningún problema en Grecia. Las autoridades suizas, tras considerar sus declaraciones y las condiciones en Grecia, concluyeron que Grecia era un país seguro para la autora, donde podía recibir protección y asistencia. El Estado Parte sostiene que, en su sentencia de 20 de enero de 2020, la Secretaría de Estado de Migración declaró que los problemas médicos alegados no eran tan graves como para no poder ser tratados adecuadamente en Grecia, que era un Estado miembro de la Unión Europea. El Estado Parte sostiene que los informes médicos presentados en el marco del procedimiento de reconsideración[footnoteRef:10] no son contrarios a una expulsión a Grecia. [10: 		Informe médico de 3 de marzo de 2020 e informe de alta de 17 de marzo de 2021: relaciones de la internación psiquiátrica desde el 11 de febrero hasta el 3 de marzo de 2020, y desde noviembre de 2020 hasta marzo de 2021. En el primer informe se indicaba que la autora había sufrido experiencias de abuso en la República Islámica del Irán y en Grecia, aunque sin profundizar en ellas. En el segundo se indicaba que, durante el segundo tratamiento, la terapia específica para el trauma había mostrado muy buenos resultados en términos de mejoras en los síntomas del trastorno de estrés postraumático y en la sintomatología depresiva.] 

4.5	El Estado Parte observa también que las autoridades nacionales, incluida la Secretaría de Estado de Migración y el Tribunal Administrativo Federal, llevaron a cabo un examen exhaustivo e individualizado del caso de la autora, en el que tuvieron en cuenta todos los aspectos pertinentes, incluidos su estado de salud y las amenazas de su marido. La Secretaría de Estado de Migración observó que Grecia disponía de una infraestructura médica adecuada y que la autora podía continuar allí su tratamiento. El Tribunal Administrativo Federal confirmó esas conclusiones en su sentencia de 3 de febrero de 2020 y de nuevo en sus decisiones posteriores.
4.6	El Estado Parte concluye que la denuncia de la autora ante el Comité estaba formulada en términos muy generales y no demostraba, con pruebas concretas, que la evaluación del caso por las autoridades nacionales hubiera sido tendenciosa o arbitraria. El Estado Parte subraya que las autoridades nacionales no ignoraron los argumentos de la autora relacionados con el género, sino que concluyeron que su regreso a Grecia era legal y que Grecia podía proporcionarle una protección adecuada como refugiada reconocida.
4.7	El Estado Parte también se refiere a la alegación de la autora de que en Grecia se enfrentaría a un trato inhumano y degradante. Sostiene que Grecia, como Estado miembro de la Unión Europea, está obligado por la legislación europea, que asegura que los refugiados reciban protección y asistencia adecuadas, incluido el acceso a la atención médica y a la vivienda. Afirma que la policía griega puede proteger a la autora de cualquier amenaza de su marido y que Grecia dispone de las instalaciones médicas necesarias para tratar su afección. Además, el Estado Parte subraya que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha sostenido sistemáticamente que Grecia proporciona una protección adecuada a los refugiados y que el Comité no debe sustituir la evaluación de los hechos de las autoridades nacionales por la suya propia.
4.8	Por último, el Estado Parte sostiene que la autora no ha aportado pruebas que fundamenten su afirmación de que correría un riesgo real de sufrir tratos inhumanos o degradantes si fuera devuelta a Grecia. Sostiene que las referencias generales de la autora a informes sobre la situación en Grecia no demuestran suficientemente que su regreso violaría los derechos que la asisten en virtud de la Convención. El Estado Parte concluye que la comunicación de la autora debe declararse inadmisible por no haberse agotado los recursos internos y por falta de fundamentación suficiente, y que, incluso si fuera admisible, debería desestimarse en cuanto al fondo, ya que las autoridades nacionales realizaron un examen exhaustivo e imparcial de su caso.
4.9	En resumen, el Estado Parte presenta argumentos relativos a lo siguiente: a) el retraso en la presentación de la alegación, ya que la autora solo mencionó sus experiencias de violencia sexual en Grecia en una fase tardía del procedimiento interno en Suiza, concretamente en su recurso ante el Tribunal Administrativo Federal el 16 de abril de 2021, y ese retraso llevó a que el Tribunal declarara inadmisible su recurso, por ser extemporáneo y carecer de base sustantiva para prosperar; b) el no agotamiento de los recursos internos, ya que la autora no pagó las costas anticipadas requeridas para su recurso, lo que dio lugar a su inadmisibilidad; c) la fundamentación insuficiente, ya que la comunicación de la autora al Comité carecía de detalles concretos en apoyo de sus alegaciones, mientras que las autoridades suizas habían llevado a cabo un examen individual minucioso de su caso, considerando todos los aspectos pertinentes, incluidas las cuestiones relacionadas con el género; d) la evaluación de los hechos por parte de las autoridades nacionales, ya que en general era responsabilidad de estas evaluar los hechos, las pruebas y la aplicación de la legislación nacional, a menos que la evaluación fuera arbitraria, discriminatoria o constituyera una denegación de justicia; e) la equidad del procedimiento, ya que la autora había tenido amplias oportunidades de presentar su caso durante el procedimiento de asilo en el Estado Parte, incluida una audiencia con intérprete, y las autoridades nacionales habían tenido en cuenta sus argumentos y pruebas antes de concluir que su regreso a Grecia sería legal y seguro; f) la compatibilidad con las normas internacionales, ya que Grecia estaba obligada en virtud de la legislación de la Unión Europea a proporcionar protección y apoyo adecuados a los refugiados, incluido el acceso a la atención médica y a la vivienda, la autora podía continuar su tratamiento médico en Grecia y la policía griega podía protegerla de cualquier amenaza de su marido; g) las contradicciones en las declaraciones de la autora, en particular en lo relativo a su afirmación de que se había vuelto a casar con un ciudadano griego que también la maltrataba, incoherencias que plantean dudas sobre la credibilidad de sus alegaciones de violencia sexual en Grecia; y h) los derechos procesales de la autora, ya que se respetaron esos derechos, incluido el derecho a ser oída y la oportunidad de apelar las decisiones, durante todo el proceso de asilo, por lo que el hecho de que no hubiera agotado esos recursos no constituía una infracción en virtud de la Convención.

		Comentarios de la autora sobre las observaciones del Estado Parte acerca de la admisibilidad y el fondo

5.1	La autora impugna la afirmación del Estado Parte de que no agotó los recursos internos en su caso, argumentando que la Convención no exige que se plantee la cuestión de la violencia sexual en un procedimiento interno específico. Afirma que sí planteó la cuestión en su recurso ante el Tribunal Administrativo Federal, y que las autoridades ya conocían sus experiencias de violencia sexual y de género por informes médicos[footnoteRef:11] y procedimientos de asilo anteriores. [11: 		La autora alega que la violencia sexual que sufrió en Grecia se documentó en un informe médico de fecha 3 de marzo de 2020, por lo que su denuncia no podía calificarse de tardía ni sus alegaciones al respecto podían describirse como inverosímiles.] 

5.2	La autora sostiene que las autoridades nacionales no investigaron a fondo sus alegaciones ni le proporcionaron un entorno en el que se sintiera cómoda para revelar la totalidad de los hechos[footnoteRef:12], y afirma que esa omisión dio lugar a una evaluación inadecuada de su vulnerabilidad y de su riesgo de ser sometida a violencia sexual y de género en el futuro. También cuestiona el hecho de que el Estado Parte se base en los compromisos teóricos de Grecia con el derecho internacional en lugar de evaluar su situación específica. La autora concluye que ha agotado todos los recursos internos disponibles y que ha fundamentado suficientemente su denuncia de infracciones procesales en virtud de la Convención. [12: 		No se facilitan más detalles.] 

5.3	La autora sostiene que las afirmaciones del Estado Parte de que su caso de asilo fue examinado a fondo y teniendo en cuenta las cuestiones de género son inexactas. La autora afirma que el Estado Parte se limitó a hacer referencia a las obligaciones jurídicas teóricas de Grecia sin atender a pruebas o informes concretos, incluida la documentación médica en la que se detallaban sus experiencias de violencia sexual y de género. En sus decisiones, el Estado Parte no tuvo debidamente en cuenta las condiciones reales en Grecia ni las vulnerabilidades específicas de la autora.
5.4	La autora afirma que el Estado Parte no llevó a cabo una evaluación adecuada individualizada y específica en función del género, sino que fundamentó su decisión en compromisos jurídicos generales asumidos por Grecia y no tuvo en cuenta las pruebas médicas y psicológicas detalladas que se presentaron. Sostiene que el enfoque del Estado Parte hizo caso omiso del trauma que había experimentado y de la necesidad de encontrarse un entorno en el que se sintiera cómoda para revelar la totalidad de los hechos.
5.5	Además, la autora refuta la afirmación del Estado Parte de que ella no planteó infracciones procesales ni proporcionó detalles adecuados. Señala que sí las planteó en sus recursos y que las deficiencias procesales del Estado Parte, incluidas las evaluaciones inadecuadas del riesgo y la falta de sensibilidad a la violencia sexual y de género, violaban las normas jurídicas internacionales y nacionales.
5.6	Además, la autora destaca el deterioro de la situación de los refugiados en Grecia, en particular de aquellos con problemas de salud mental y supervivientes de traumas. Los cambios recientes en la legislación griega y los informes sobre la falta de apoyo adecuado a esas personas ponen de relieve el mayor riesgo al que se enfrentaría la autora si fuera devuelta a Grecia. La autora observa que el Tribunal Administrativo Federal ha dictaminado recientemente que la devolución de personas vulnerables a Grecia no es razonable, lo que contradice las afirmaciones del Estado Parte sobre el cumplimiento de las normas internacionales por parte de Grecia.
5.7	La autora sostiene que, al fundamentar sus decisiones en las obligaciones teóricas de Grecia, en lugar de abordar las condiciones reales o las pruebas, el Estado Parte no proporcionó una evaluación adecuada de la situación de la autora. A pesar de los numerosos informes que destacan las terribles circunstancias de los refugiados en Grecia, en particular de los supervivientes de violencia sexual y de género, el Estado Parte no ha presentado ninguna prueba concreta de la aplicación efectiva de la legislación griega.
5.8	La autora hace hincapié en su derecho a la rehabilitación como superviviente de múltiples incidentes de violencia sexual y de género, independientemente del lugar en que se hayan producido. Critica al Estado Parte por no haber tenido en cuenta su revelación inicial de violencia sexual y de género y por no considerar la falta de servicios de rehabilitación adecuados en Grecia, lo que viola las obligaciones internacionales en virtud de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.
5.9	La autora impugna el argumento del Estado Parte de que los síntomas de trastorno de estrés postraumático de la autora han mejorado y podrían tratarse en Grecia, puesto que, según señala, faltan pruebas que sustenten la afirmación del Estado Parte de que allí se dispone de servicios adecuados. La autora cuestiona también la afirmación del Estado Parte sobre la consideración de sus problemas de salud durante el proceso de readmisión (alegando que la Secretaría de Estado de Migración no informó a las autoridades griegas sobre sus vulnerabilidades) y la posibilidad de una protección adecuada frente a las amenazas de su marido en Grecia.

		Deliberaciones del Comité

		Examen de la admisibilidad

6.1	De conformidad con el artículo 64 de su reglamento, el Comité decidirá si la comunicación es admisible en virtud del Protocolo Facultativo. Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 72, párrafo 4, de su reglamento, lo hará antes de examinar el fondo de la comunicación.
6.2	De conformidad con el artículo 4, párrafo 1, del Protocolo Facultativo, el Comité no examinará una comunicación a menos que se haya cerciorado de que se han agotado todos los recursos internos, salvo que la tramitación de esos recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que tenga como resultado una reparación efectiva. El Comité observa las objeciones del Estado Parte a la admisibilidad de la comunicación por ese motivo, dado que la autora presentó su alegación de haber sido violada en Grecia tardíamente, en su recurso de 16 de abril de 2021 ante el Tribunal Administrativo Federal.
6.3	El Comité recuerda su jurisprudencia, según la cual el autor o autora debe haber planteado en la jurisdicción interna el fondo de la cuestión que desea someter al Comité[footnoteRef:13], de forma que las autoridades o tribunales nacionales tengan la oportunidad de pronunciarse sobre la cuestión[footnoteRef:14]. Asimismo, señala que la autora planteó la cuestión de la violencia sexual sufrida en Grecia en su recurso ante el Tribunal Administrativo Federal el 16 de abril de 2021, dando así a las autoridades nacionales la oportunidad de examinar esas alegaciones. [13: 		Véanse Kayhan c. Turquía (CEDAW/C/34/D/8/2005), párr. 7.7, M. A. c. Suiza (CEDAW/C/80/D/145/2019), párr. 6.7, y S. T. H. c. Suiza (CEDAW/C/87/D/165/2021), párr. 7.5.]  [14: 		Véanse N. S. F. c. el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte (CEDAW/C/38/D/10/2005), párr. 7.3, M. A. c. Suiza, párr. 6.7, y S. T. H. c. Suiza, párr. 7.5.] 

6.4	El Comité observa asimismo que la autora fue objeto de un procedimiento de asilo completo, que estuvo seguido de un procedimiento de reexamen; que su solicitud de efecto suspensivo fue denegada; y que se le ordenó pagar una tasa de 1.500 francos suizos. En ese sentido, el Comité observa que la autora sostiene que, como se había denegado su solicitud de efecto suspensivo, el recurso ante el Tribunal Administrativo Federal no constituyó un recurso efectivo, según se lo define en el artículo 4 del Protocolo Facultativo. El Comité considera que la autora agotó los recursos internos porque había declarado específicamente, aunque de forma tardía, que había sido objeto dos veces de violencia sexual en Grecia, en su recurso (denuncia y solicitud de medidas provisionales) ante el Tribunal Administrativo Federal, que podría haber resuelto el fondo de las alegaciones presentadas ante el Comité. En consecuencia, el Comité considera que lo dispuesto en el artículo 4, párrafo 1, del Protocolo Facultativo no obsta para que examine la presente comunicación.
6.5	El Comité toma nota de la afirmación de la autora de que, en caso de devolverla a Grecia, el Estado Parte la expondría a un riesgo real y personal de sufrir formas graves de violencia de género. Teniendo en cuenta la información facilitada, en particular en relación con la situación de vulnerabilidad de la autora por su condición de superviviente de violencia sexual en la República Islámica del Irán, su condición reconocida de refugiada y la presunta no realización por parte de las autoridades nacionales de una evaluación fundamentada en el trauma y sensible a las cuestiones de género, el Comité considera que las alegaciones de la autora están suficientemente fundamentadas a efectos de la admisibilidad. En consecuencia, procede al examen del fondo de la comunicación.

		Examen de la cuestión en cuanto al fondo

7.1	El Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuenta toda la información que le han facilitado la autora y el Estado Parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7, párrafo 1, del Protocolo Facultativo.
7.2	El Comité toma nota de la afirmación de la autora, que no ha sido refutada, de que es superviviente de actos graves de violencia de género que se le infligieron desde temprana edad en la República Islámica del Irán y mientras huía cerca de la frontera entre el Iraq y Türkiye, motivo por el que se le concedió la condición de refugiada en Grecia. Toma nota también de la afirmación de la autora de que fue objeto de violencia de género en Grecia, concretamente en Lesbos, donde fue violada dos veces en el plazo de un mes, y en Atenas. El Comité toma nota de que la violencia persistente sufrida por la autora le ha causado el deterioro de su salud mental y ha hecho que padezca depresión y se le hayan diagnosticado trastorno de estrés postraumático y trastorno de pánico episódico. Observa asimismo que la vulnerabilidad de la autora en lo que respecta a su salud mental ha quedado corroborada en varios informes médicos emitidos por psiquiatras en el Estado Parte.
7.3	El Comité reitera que, según su jurisprudencia, la Convención tiene efecto extraterritorial solo cuando la mujer que vaya a ser devuelta a su país corra un riesgo real, personal y previsible de ser objeto de formas graves de violencia de género[footnoteRef:15]. [15: 		Véanse, por ejemplo, M. N. N. c. Dinamarca (CEDAW/C/55/D/33/2011), párr. 8.10, y R. S. A. A. y otros c. Dinamarca, párr. 7.7.] 

7.4	El Comité recuerda que, con arreglo al artículo 2 d) de la Convención, los Estados Partes se comprometen a abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y a velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación. El Comité recuerda también que, en virtud del derecho internacional de los derechos humanos, el principio de no devolución impone a los Estados la obligación de abstenerse de devolver a una persona a una jurisdicción en la que podría sufrir violaciones graves de sus derechos humanos, en particular la privación arbitraria de la vida o la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes[footnoteRef:16]. El Comité considera además que la violencia de género, que menoscaba o anula el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las mujeres en virtud del derecho internacional general o de los diversos tratados de derechos humanos, constituye discriminación, como la define el artículo 1 de la Convención, y que esos derechos comprenden el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido a tortura[footnoteRef:17]. El Comité ha seguido desarrollando su interpretación de la violencia contra la mujer como forma de discriminación por razón de género en su recomendación general núm. 35 (2017), relativa a la violencia por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general núm. 19, en la que reafirma la obligación de los Estados partes de eliminar la discriminación contra la mujer, en especial la violencia por razón de género contra la mujer, y recuerda que la obligación se compone de dos aspectos de la responsabilidad del Estado por dicha violencia, la resultante de los actos u omisiones del Estado Parte o de sus agentes, por un lado, y la de los agentes no estatales, por el otro[footnoteRef:18]. Por consiguiente, un Estado Parte violaría la Convención si devolviera a una persona a otro Estado en el que fuera previsible que se le infligieran actos graves de violencia de género. También se produciría una violación de esta clase cuando no se pudiera esperar que las autoridades del Estado al que la persona fuera a ser devuelta le ofrecerían protección contra la violencia de género señalada. Lo que constituye una forma grave de violencia de género dependerá de las circunstancias que medien en cada caso, y el Comité deberá determinarlo caso por caso en la etapa de examen de la cuestión en cuanto al fondo, siempre que la autora haya presentado indicios racionales fundamentando debidamente sus alegaciones[footnoteRef:19]. [16: 		Recomendación general núm. 32, párr. 21.]  [17: 		Recomendación general núm. 19 (1992) relativa a la violencia contra la mujer, párr. 7.]  [18: 		Recomendación general núm. 35, párr. 21.]  [19: 		Véanse A. c. Dinamarca (CEDAW/C/62/D/53/2013), párr. 8.6, y R. S. A. A. y otros c. Dinamarca, párr. 7.8.] 

7.5	En el presente caso, el Comité toma nota de la afirmación del Estado Parte de que sus autoridades de inmigración examinaron minuciosamente todas las alegaciones de la autora. Al mismo tiempo, observa que las alegaciones de la autora de que había sido violada tres veces en Grecia habían sido desestimadas porque las autoridades consideraron que las había presentado en una fase tardía del procedimiento, lo que menoscababa su credibilidad.
7.6	En este aspecto, el Comité recuerda que generalmente corresponde a las autoridades de los Estados partes en la Convención evaluar los hechos y las pruebas y aplicar el derecho interno con respecto a un caso particular[footnoteRef:20], a menos que pueda establecerse que la evaluación fue sesgada o se basó en estereotipos de género que constituyan discriminación contra la mujer, o que fue claramente arbitraria o constituyó un caso de denegación de justicia. Así pues, la cuestión que debe determinar el Comité es si hubo alguna irregularidad o arbitrariedad en el proceso de adopción de decisiones sobre la solicitud de asilo de la autora y si las autoridades del Estado Parte evaluaron debidamente o no el riesgo de que la autora sufriera daños irreparables en caso de ser devuelta a Grecia en virtud del Reglamento Dublín III. El Comité reitera que, al llevar a cabo su evaluación, los Estados Partes deben otorgar suficiente importancia al riesgo real y personal que podría correr una persona en caso de ser expulsada. [20: 		Véanse, por ejemplo, R. P. B. c. Filipinas (CEDAW/C/57/D/34/2011), párr. 7.5, y R. S. A. A. y otros c. Dinamarca, párr. 8.4.] 

7.7	En el presente caso, el Comité considera que correspondía al Estado Parte llevar a cabo una evaluación individualizada del riesgo real, personal y previsible a que haría frente la autora por su condición de mujer no acompañada víctima de graves actos de violencia de género, que padecía trastorno de estrés postraumático y depresión.
7.8	El Comité considera que el Estado Parte, al parecer, no concedió la debida importancia a la situación de vulnerabilidad de la autora por ser refugiada y haber sufrido graves actos de violencia de género y padecer trastorno de estrés postraumático y depresión. Por consiguiente, el Comité estima que, teniendo en cuenta la condición de la autora de refugiada reconocida y superviviente de violencia de género y el tiempo que suele ser necesario para que las víctimas puedan hablar de ese tipo de violencia[footnoteRef:21], el Estado Parte no tenía razones suficientes para desestimar sus alegaciones de que había sufrido violencia de género en Grecia por el mero hecho de que las hubiera presentado en una fase más tardía del procedimiento. Además, el Comité considera que el Estado Parte no ha examinado de manera individualizada y suficientemente exhaustiva las consecuencias previsibles para la salud mental de la autora en caso de ser expulsada por la fuerza de un país en el que actualmente se encuentra en un entorno terapéutico estable. Por ello, el Comité considera que el presente caso exigía una evaluación más minuciosa del riesgo. [21: 		Tribunal Europeo de Derechos Humanos, M.S.S. v. Belgium and Greece, demanda núm. 30696/09, sentencia, 21 de enero de 2011, párr. 254, y N.H. et al. v. France, demandas núms. 28820/13, 75547/13 y 13114/15, sentencia, 2 de julio de 2020, párr. 100.] 

8.	En consecuencia, actuando de conformidad con el artículo 7, párrafo 3, del Protocolo Facultativo de la Convención, el Comité concluye que la expulsión de la autora equivaldría a una vulneración de los artículos 2 c) a f), 3 y 12 de la Convención. 
9.	Por consiguiente, el Comité formula las siguientes recomendaciones al Estado Parte:
	a)	Con respecto a la autora de la comunicación:
	i)	Reabrir su solicitud de asilo, teniendo en cuenta el dictamen del Comité;
	ii)	Abstenerse de expulsarla a Grecia mientras esté pendiente la reevaluación de su caso;
	iii)	Proporcionar apoyo médico especializado continuado;
	b)	En general:
	i)	Adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que las víctimas de violencia de género que tengan la condición de refugiado y necesiten protección no sean devueltas al país de su primera entrada en virtud del Reglamento Dublín III sin que se realice una evaluación del riesgo real de daños irreparables que sea individualizada y sensible al género y esté fundamentada en el trauma.
10.	De conformidad con el artículo 7, párrafo 4, del Protocolo Facultativo, el Estado Parte deberá dar la debida consideración a las opiniones del Comité, así como a sus recomendaciones, y enviar al Comité, en un plazo de seis meses, una respuesta por escrito, especialmente información sobre toda medida que se hubiera adoptado en respuesta a las opiniones y recomendaciones del Comité. El Estado Parte también deberá publicar el dictamen y las recomendaciones del Comité y darles amplia difusión para que lleguen a todos los sectores pertinentes de la sociedad.


Anexo

		Opinión conjunta (disidente) de Hiroko Akizuki, Rangita de Silva de Alwis, Corinne Dettmeijer-Vermeulen y Jelena Pia-Comella, miembros del Comité


1.	En nuestra opinión, la comunicación es inadmisible en virtud del artículo 4, párrafo 2 c), del Protocolo Facultativo.
2.	Hemos tomado nota de la afirmación de la autora, que no ha sido refutada, de que es superviviente de actos graves de violencia de género sufridos desde temprana edad en la República Islámica del Irán y mientras huía cerca de la frontera entre el Iraq y Türkiye, motivo por el que Grecia le concedió la condición de refugiada.
3.	Hemos observado el argumento del Estado Parte de que la afirmación de la autora de que temía ser víctima de violencia sexual y de género específicamente en Grecia se había planteado muy tarde, sin una explicación plausible. Observamos que el hecho de que la autora no justificara la presentación tardía de información sobre la violencia sexual y de género en Grecia afectó a su credibilidad. Observamos también que la autora tuvo oportunidades de plantear sus alegaciones sobre la violencia sexual sufrida en Grecia, junto con las alegaciones de violencia sexual sufrida a manos de su marido en la República Islámica del Irán, así como en la frontera entre el Iraq y Türkiye, en una fase temprana del procedimiento de asilo: en sus entrevistas con la Secretaría de Estado de Migración en octubre de 2019 y enero de 2020, en su primer recurso ante el Tribunal Administrativo Federal en enero de 2020 y en su solicitud de reconsideración ante la Secretaría de Estado de Migración a principios de 2021. En ese sentido, observamos además la alegación de la autora de que no había contado con un entorno en el que se sintiera cómoda para revelar la violencia sexual sufrida en Grecia. Sin embargo, observamos que la autora no ha descrito y corroborado las condiciones concretas que le habrían impedido plantear esa denuncia con anterioridad.
4.	Hemos observado la decisión del Tribunal Administrativo Federal de 5 de mayo de 2021 conjuntamente con su decisión de 16 de abril de 2021, en la que afirmaba que “según el informe de intervención en crisis de 9 de octubre de 2020 de los Servicios Psiquiátricos de Turgovia, que obra en el expediente, la denunciante declaró que había contraído matrimonio en Grecia con un griego que había abusado de ella, motivo por el cual había huido a Suiza (cf. pág. 3), que estas declaraciones contradicen declaraciones anteriores según las cuales la denunciante temía ante todo ser localizada en Grecia por su marido que vivía en el Irán, que en la denuncia contra la decisión de reconsideración se alega por primera vez que la denunciante había sido víctima de violación dos veces en la isla de Lesbos y una vez en Atenas, que, por ello, en el curso del procedimiento se presentaron informaciones contradictorias sobre el lugar y el alcance de la violencia sexual sufrida, contradicciones que pueden poner en duda las alegaciones de la denunciante”.
5.	Recordamos que generalmente corresponde a las autoridades de los Estados Partes en la Convención evaluar los hechos y las pruebas con respecto a un caso particular[footnoteRef:22], a menos que pueda establecerse que la evaluación fue sesgada o se basó en estereotipos de género que constituyan discriminación contra la mujer, o que fue claramente arbitraria o constituyó una denegación de justicia. Consideramos que el hecho de que las autoridades del Estado Parte tomaran esa cuestión como un elemento que menoscababa la credibilidad de las alegaciones de la autora a falta de una explicación plausible no parece ser arbitrario, sesgado por género ni constituyente de una denegación de justicia. [22: 		Véanse, por ejemplo, R. P. B. c. Filipinas (CEDAW/C/57/D/34/2011), párr. 7.5, y K. I. A. c. Dinamarca (CEDAW/C/74/D/82/2015), párr. 9.6.] 

6.	Observamos que la Convención debe ser interpretada de acuerdo a los principios generales del derecho internacional. En tal interpretación, ha de tenerse en cuenta el contexto en el que se aplica la Convención, que, según el artículo 31, párrafo 3 c), de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, incluye “toda norma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes”, incluido el Reglamento Dublín III. Sin embargo, consideramos que no es competencia del Comité evaluar si las autoridades nacionales aplicaron o interpretaron correctamente el Reglamento Dublín III, sino que corresponde al Comité asegurarse de que dicha aplicación o interpretación se ajusta a las obligaciones del Estado Parte en virtud de la Convención[footnoteRef:23]. Observamos que el Reglamento Dublín III establece que un Estado no puede trasladar a un solicitante a otro Estado responsable si ello le expone a “un peligro de trato inhumano o degradante”, dadas las “deficiencias sistemáticas en el procedimiento de asilo y en las condiciones de acogida de los solicitantes” en ese Estado. Consideramos que los Estados deben interpretar esta disposición en consonancia con sus obligaciones en virtud de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer de abstenerse de devolver a una persona cuando exista un riesgo real, personal e inminente de que corra el riesgo de sufrir violencia de género. [23: 		Véase, por analogía, Comité de los Derechos del Niño, J. M. c. Chile (CRC/C/90/D/121/2020), párr. 7.4.] 

7.	Consideramos que la autora no ha fundamentado suficientemente sus alegaciones ni ha planteado cabalmente los hechos y argumentos expuestos, a efectos de la admisibilidad, para demostrar que, como mujer superviviente de violencia sexual y de género, correría un riesgo real, personal y previsible de verse expuesta a violencia sexual, tratos o condiciones de vida inhumanos y degradantes y falta de acceso a una atención médica adecuada si fuera devuelta a Grecia.
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Asunto :  Expulsión a Grecia de una mujer  superviviente de   violencia sexual y de  género en virtud del  Reglamento Dublín III  

Cuestiones de procedimiento :  Agotamiento de los recursos internos;  falta de   fundamentación  

Cuestiones de fondo :  No devolución; violencia de género  

Artículos de la Convención :  2, párrs. c) a f), 3 y 12  
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  *   Aprobado por el Comité en su 91 er   período de sesiones (16 de junio a 4 de julio de 2025).     **   Participaron en el examen de la presente comunicación los siguientes miembros del Comité:  Brenda Akia, Hiroko Akizuki, Hamida Al - Shukairi, Violet Eudine Barriteau, Rangita de Silva  de  Alwis, Corinne Dettmeijer - Vermeulen, Nada Moustafa Fathi Draz, Yamila González Ferrer,  Madina Jarbussynova, Marianne Mikko, Mu Hong, Ana Peláez Narváez, Jelena Pia - Comella,  Bandana Rana, Elgun Safarov y Patsilí Toledo Vásquez.     ***   Se adjunta en el anexo del presente dictamen una opinión conjunta (disidente) de Hiroko Akizuki,  Rangita de Silva de Alwis, Corinne Dettmeijer - Vermeulen y Jelena Pia - Comella, miembros   del   Comité .  

